	Fecha
	16 de setiembre de 1974
	Sesión número
	46

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MIGUEL ÁNGEL ROJAS ARCE 

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que, con motivo de una invasión hecha por extraños en fincas de su propiedad, estableció acusación penal por el delito de usurpación; frente a la que Alcalde de Los Chiles decretó auto de detención provisional contra los acusados y lo comunicó a la Delegación Cantonal de San Carlos, quedando los reos a su orden en la cárcel de Ciudad Quesada. Que esos acusados fueron puestos en libertad por orden del Ministro de Gobernación y Policía, a sabiendas de que se encontraban a la orden del Alcalde de Los Chiles de Alajuela. Alega violación de los artículos 10, 11, 41, 45 y 48 Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que el Plenario de la Asamblea Legislativa acordó instar al ITCO para que procediera de inmediato a excarcelar a esas personas y solicitar al suscrito que investigue la conducta del Delegado Cantonal de la Guardia Rural de San Carlos, de acuerdo con las acusaciones presentadas. Que preocupado por la actuación de sus subalternos, se trasladó a Ciudad Quesada. Que la puesta en libertad a los detenidos obedeció única y exclusivamente a la orden dada por el Alcalde Penal del Cantón de los Chiles, al resolver favorablemente los incidentes de excarcelación promovidos, concediendo la excarcelación el viernes 10 y emitiendo la orden de libertad a primer hora del día sábado 11. 

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Con el voto de los Magistrados Arroyo, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Porter y Benavides. El Alcalde de Los Chiles, en resolución del 30 de abril decretó la detención provisional de las catorce personas acusadas. Las excarcelaciones fueron concedidas en resoluciones de las 14 horas del 10 de mayo, salvo dos de ellas, una de las 10.15 horas y otra de las 14.07 horas, ambas del 11 de mayo; y, todas las actas de fianza aparecen reunidas a la misma hora, sea a las 11 horas del 11 de mayo.  Que la orden de libertad la entregó el Alcalde al abogado del ITCO en el curso de la mañana del sábado 11 de mayo, sólo que éste manifiesta que tal cosa ocurrió a primera hora y el señor Alcalde afirma que fue a eso de las 11.20 horas. Que el Delegado Cantonal declaró que el Ministro de Gobernación: “…me ordenó a mí en presencia de los señores Diputados, don Arturo Hidalgo Rojas y Guillermo Sandoval con estas palabras: - Albino por orden mía hay que poner en libertad a esta gente mañana sábado once de mayo a las 8 u 8.30 de la mañana y siendo esa hora del día 11, recibí una llamada de la Central de la Rural de San José, en la que por orden del Ministro me preguntaba a mí si ya había puesto en libertad a los detenidos, lo cual les contesté que le dijeran al señor Ministro que lo haría de inmediato”. De la situación expuesta no puede inferirse que el señor Ministro de Gobernación ordenara la libertad de los detenidos, invadiendo funciones del Poder Judicial, ni que haya violado disposición alguna de la Constitución Política, pues lo que resulta es que él indicó que se les pusiera en libertad tan pronto se recibiera la orden del señor Alcalde, la que por los informes que tenía se daría en la mañana del sábado 11 de mayo.-  Si los detenidos fueron puestos en libertad ese mismo día, pero unas horas antes de llegar la orden del señor Alcalde, pudo deberse a una mala interpretación que otras autoridades de la Guardia de Asistencia Rural hicieron de las instrucciones del señor Ministro, pero no a una orden expresa de éste en tal sentido.  Los Magistrados Baudrit y Quirós fundamentan su voto.  Los Magistrados Retana y Zavaleta, fundamentan su voto.  

Los Magistrados Coto, Bejarano, Blanco, Odio, Valverde, Jugo y Trejos declaran con lugar el recurso. 

El señor Ministro de Gobernación invadió funciones que corresponden al Poder Judicial, al mandar poner en libertad a varias personas que guardaban prisión preventiva decretada por el señor Alcalde de los Chiles, pues cuando él impartió esa orden y ésta fue ejecutada por su subalterno, el Delegado Cantonal de la Guardia de Asistencia Rural de San Carlos, a las ocho horas del once de mayo último, no se había todavía rendido la fianza de haz en las diligencias de excarcelación promovidas a favor de dichos detenidos, formalidad que se cumplió a las once horas de ese mismo día; y en el caso del indiciado Víctor Julio Campos Araya ni siquiera se le había otorgado el referido beneficio, pues la resolución respectiva la dictó el señor Alcalde, a las diez horas y quince minutos del día once citado.  Los indiciados fueron puestos en libertad sin que el Delegado Cantonal que los tenía detenidos recibiera previamente ninguna orden del Alcalde de Los Chiles en ese sentido.  El señor Ministro de Gobernación actuó en la situación que se examina, fuera de la esfera de sus atribuciones, porque intervino, sin facultades legales para ello, en un asunto sometido al conocimiento de los tribunales, con quebranto del precepto constitucional antes citado, que en el caso concreto garantiza al recurrente, como interesado en ese proceso, que la actividad del Poder Judicial se realice con entera independencia de los otros Poderes del Estado.  

El Magistrado Jugo quiere dejar constancia de que el señor Ministro contra quien se dirige el recurso, que el suscrito declara con lugar, actuó de buena fe y con sana intención, aun cuando indebidamente. 


N° 46
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día dieciséis de setiembre de mil novecientos setenta y cuatro, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Coto, Arroyo, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Odio, Valverde, Jugo, Zavaleta, Trejos, Porter y Benavides.
Artículo VIII
Se entró a resolver el recurso de Amparo establecido por Miguel Ángel Rojas Arce contra el señor Ministro de Gobernación, licenciado Edgar Arroyo Cordero, en el cual se alega: “Fundamentos de hecho: I.- Con fecha 30 de abril del año en curso, con motivo de una invasión hecha por extraños en fincas de mi propiedad, establecí ante la Alcaldía de Los Chiles de Alajuela, acusación penal por el delito de usurpación, contra las siguientes personas: Abelino Jiménez Castro, Gonzalo Quirós Ugalde, José Luis González, Hugo Antonio Quirós Arias, Sergio Alfaro González, José Vázquez Campos, Carlos Luis Campos Campos, Fernando Campos Araya, Edmundo Quirós Arias, Pastor Arce Campos, Víctor Julio Campos Araya, Enelio Jiménez Castro, Jesús Jiménez Castro y Juan F. Vázquez Jiménez.  El Alcalde de los Chiles, después de recibida la prueba del caso, decretó auto de detención provisional contra los acusados y lo comunicó a la Delegación Cantonal de San Carlos, quedando los reos a su orden en la cárcel de Ciudad Quesada, ya que habían sido detenidos por la indicada Delegación, al tomarlos en la comisión in fraganti del delito dicho, en el propio lugar de los hechos y por haber hecho resistencia a la autoridad, al ser requeridos por el señor Delegado Cantonal para que desalojaran la finca invadida.-

II.- El día sábado 11 del mes en curso, los acusados fueron puestos en libertad por orden del señor Ministro de Gobernación y Policía, a sabiendas de que los acusados se encontraban a la orden del señor Alcalde de Los Chiles de Alajuela.-  Tal hecho lo comprobó el señor Alcalde Segundo de San Carlos, al efectuar la visita de cárcel rutinaria, el día sábado antes indicado, según consta en acta que aparece en el Libro de Visitas de Cárcel que lleva la citada Alcaldía, con fecha de las diez horas y diez minutos del 11 de mayo del año en curso.-  Así lo comunicó también el señor Ministro a la prensa, según puede verse del párrafo tercero de una “columnita” que aparece en el periódico “La Nación”, página 6.A, de fecha 13 de mayo del año en curso, donde dicha autoridad afirma que él dejó libres a los detenidos, toda vez que ya se estaba tramitando la orden respectiva – de excarcelación, supone el suscrito.-
Derecho.
Me fundamento en los artículos 10, 11, 41, 45 y 48 todos de la Constitución Política y en la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950.-
El artículo 10 de nuestra Carta Magna establece, que las disposiciones del Poder Ejecutivo y los actos de los que usurpen funciones públicas y si las disposiciones del Ejecutivo son contrarias a la Constitución, son absolutamente nulas.-

El artículo 11 de la Constitución Política dice, que los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les conceda.-  La acción para pedirles o exigirles la responsabilidad penal de sus actos es pública.
El artículo 41 de nuestra Carta Fundamental, establece, que ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o bienes morales.-  Debe hacérseles justicia pronta y cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes.-

El artículo 45 de la Constitución Política, dispone, que la propiedad privada es inviolable y que a nadie puede privarse de la suya, si no es por interés público legalmente comprobado y previa indemnización.-

El artículo 48 de la Constitución Política, otorga al ciudadano el Recurso de Amparo, para mantener o restablecer el goce de todos los derechos consagrados en la misma, con excepción de la privación de libertad.

El señor Ministro de Gobernación, al ordenar la libertad de catorce personas detenidas a la orden del Alcalde de Los Chiles de Alajuela, por su propia cuenta, violó lo dispuesto en los artículos 10 y 11 de la Constitución Política, porque usurpó una función pública perteneciente al Alcalde de los Chiles y se arrogó con ello facultades que la ley no le concede.-  Dicho acto es absolutamente nulo y tiene además su sanción en la vía penal a donde recurriré oportunamente.

Yo me presenté ante el Alcalde de Los Chiles en demanda de justicia pronta y cumplida, para encontrar reparación a las injurias y daños padecidos en mi persona y bienes, con motivo de la usurpación efectuada por los acusados. – El citado Alcalde me hizo justicia, procediendo o actuando en forma pronta y cumplida ante mi petición, ordenando la detención inmediata de los infractores.-  Al poner en libertad el Ministro de Gobernación a los detenidos aparte de usurpar funciones que no le correspondían y arrogarse facultades que la ley no le concede, violó también lo dispuesto en el artículo 41 de la Constitución  Política, al denegarme por ese medio, la justicia que una autoridad judicial me había concedido.-  Con su proceder el señor Ministro alentó y estimuló a los infractores y usurpadores, para que bajo su protección, - que comprende nada menos que toda la Guardia Rural del país – vuelvan a introducirse de nuevo en mis fincas y en las de otros propietarios, como está sucediendo en estos momentos en el cantón de San Carlos, usurpándolas, despojándonos de ellas, pese al enorme esfuerzo que yo he realizado en toda una vida para poder obtenerlas.-  Por eso, indirectamente viola también el citado Ministro, lo dispuesto en el artículo 45 de la Constitución Política, que establece que la propiedad privada es inviolable y que a nadie puede privarse de la suya, si no es por interés público legalmente comprobado y previa indemnización.
Concedida la audiencia de ley al señor Ministro de Gobernación, este alto funcionario la contestó así: “1) En primer lugar, es mi deseo aclarar a los señores Magistrados, que tanto en mi condición de ciudadano, de abogado, y principalmente como Ministro de Gobernación, he mantenido una firme convicción de respeto a los principios constitucionales, y, fundamentalmente, en lo que respecta a la libertad y seguridad de los ciudadanos.

2) Refiere el recurrente en su dicho, primero, que él formuló una demanda judicial en contra de un grupo de ciudadanos, acusándolos de usurpadores; afirma que tal gestión la promovió ante la Alcaldía Penal del Cantón de Los Chiles de la Provincia de Alajuela.

Este hecho, señores Magistrados, me consta por referencia, por cuanto no he tenido la oportunidad de revisar los libros de la citada Alcaldía.

3) Destaca el señor Rojas Arce que el día sábado 11 del mes en curso los acusados por él, fueron puestos en libertad por orden mía.  Falta a la verdad el recurrente cuando afirma tal cosa.
Como es del conocimiento de los señores Magistrados, la Guardia de Asistencia Rural es una de las Dependencias a mi cargo.

Por su parte es del conocimiento público que la Prensa Nacional durante la semana comprendida del 6 al 11 del mes en curso, destacó una serie de hechos que ponían en entredicho la actuación de la Guardia de Asistencia Rural de San Carlos.  Se comentaba que había actuado arbitrariamente al detener a CATORCE CAMPESINOS.
Igualmente, señores Magistrados, el Plenario de la Asamblea Legislativa acordó instar al Instituto de Tierras y Colonización para que procediera de inmediato a excarcelar a aquellas personas y “Solicitar al señor Ministro de Gobernación que proceda a investigar la conducta del Delegado Cantonal de la Guardia Rural de San Carlos, de acuerdo con las denuncias hechas por el Lic. Mourelo en el informe presentado al Gerente de ITCO y proceda en consecuencia”, según nota de la Asamblea Legislativa N° 91415 de 9 de mayo de 1974, cuya copia adjunto.

Ante tal estado de cosas, preocupado por la actuación de mis subalternos, me trasladé a Ciudad Quesada el día viernes 10 de los corrientes en horas de la tarde, y comprobé que en las detenciones de la Guardia de Asistencia Rural de la localidad, se encontraban catorce campesinos. Indagué con los mismos sobre los motivos de su detención y me expusieron que el señor Delegado de la Guardia Rural, había procedido a detenerlos el día 29 de abril del año en curso cuando se encontraban trabajando en labores de agricultura, en unas montañas de la zona.

Igualmente fui informado por los detenidos, que todos los trámites de su excarcelación los estaban efectuando los abogados del Instituto de Tierras y Colonización, Licenciados José Néstor Mourelo Aguilar y Francisco Augusto Lemus Chiantla, quienes se encontraban en ese momento en la población del Los Chiles.

Luego de escuchar a los campesinos, el mismo día viernes 10 a eso de las 19 horas a través de los aparatos de radio de la Guardia de Asistencia Rural, logré comunicación con la Delegación de los Chiles y solicité que localizaran a alguno de los abogados del Instituto de Tierras y Colonización, con el propósito de establecer si confirmaba lo aseverado por los detenidos.

A las 19 horas y 15 minutos, logré la comunicación referida, encontrando las respuestas a mis preguntas por parte del Licenciado Francisco Augusto Lemus Chiantla quien me manifestó entre otras cosas lo siguiente: …”…que él, en su condición de apoderado general judicial del Instituto de  Tierras y Colonización, había tramitado los incidentes de excarcelación de los catorce campesinos detenidos y puestos a la orden del Alcalde Penal del Cantón de los Chiles.-  Que tal actuación, la había ejecutado por habérselo así ordenado la Junta Directiva del Instituto; y que,  luego de haber salvado un sinnúmero de dificultades, había logrado con éxito la excarcelación de los detenidos, cuya orden de libertad, le sería entregada a primera hora de la mañana del día sábado, para presentarla igualmente en la mañana ante el Alcalde de la cárcel de Ciudad Quesada, pues tenía a su disposición una avioneta.
Me indicó igualmente, que la fianza exigida por el Tribunal fue de quinientos colones por cada uno de los detenidos, sumando en total siete mil colones, por lo que se vio obligado a dar garantía de una finca de su Institución, ya que el señor Alcalde no había aceptado fianza bajo caución juratoria ni personal.”-

Luego de las afirmaciones que me fueron dadas por el Licenciado Lemus Chiantla, les comuniqué a los detenidos el estado en que se encontraban.  Les hice ver que tendrían que pasar ahí la noche y que gracias a la intervención del Instituto de Tierras y Colonización, saldrían libres en horas de la mañana del sábado 11, sea al día siguiente.

4) Con vista de los hechos por mí constatados, yo me permití, informar a la Prensa Nacional, en forma sucinta, todo lo acontecido con relación a la actuación de la Guardia Rural, y sobre la libertad de los campesinos detenidos.  No sé a ciencia cierta, en que párrafo de mis declaraciones a la prensa, se funda el recurrente para afirmar, que por orden mía fueron dados en libertad.  Esta, señores Magistrados, obedeció única y exclusivamente a la orden dada por el Alcalde Penal del Cantón de los Chiles, al resolver favorablemente los incidentes de excarcelación promovidos, a favor de los detenidos por el Licenciado Francisco Augusto Lemus Chiantla.  No fue, en consecuencia, una orden administrativa dictada por mí, como dice el recurrente, la que liberó a los señores precaristas.
5) Al establecerse un Recurso de Amparo en mi contra, se está afirmando que violé en forma arbitraria un derecho consagrado en la Constitución, o sea, que por pura voluntad o capricho realicé una acción sin poder invocar una ley en su apoyo.  Según lo he manifestado en este informe, no he violado – en ningún momento, los derechos que otorga la Carta Magna.

PRUEBA DE LOS HECHOS REFERIDOS.

Señores Magistrados, es mi deseo que ustedes se sirvan corroborar los hechos por mí señalados en el presente informe, por lo que, como elementos probatorios vengo a ofrecer:
a) Se traiga ad effectum videndi, los incidentes de excarcelación promovidos ante la Alcaldía Penal del Cantón de los Chiles a favor de los detenidos; b) Se oiga al Licenciado Francisco Augusto Lemus, abogado gestor de las excarcelaciones y quien puede ser citado en el Departamento Legal del Instituto de Tierras y Colonización; c) me permito presentar también una fotocopia de la nota de la Asamblea Legislativa a la que he hecho referencia; d) se oiga a los catorce campesinos que se encontraban prisioneros, quienes confirmarán mi dicho; e) se pida declaración a los Diputados señores Guillermo Sandoval Aguilar y Arturo Hidalgo Rojas, quienes me acompañaron a Ciudad Quesada y fueron testigos de mis actuaciones.-

EN CUANTO AL DERECHO.

Los fundamentos de derecho en los cuales se enmarca el recurso, no tienen relación alguna con los hechos, concluyéndose en que, no ha existido VIOLACIÓN DE NORMA CONSTITUCIONAL ALGUNA.-  En razón de los hechos expuestos, pido a los señores Magistrados desestimar el recurso en todos sus extremos.
FORMAL MANIFESTACION.

Es mi deseo destacar a los señores Magistrados, que la resolución del Tribunal de los Chiles concediendo la excarcelación es de viernes 10 y que la orden de libertad fue expedida a primer hora del día sábado 11, tal se desprende de las manifestaciones que diera el Licenciado Francisco Augusto Lemus Chiantla, como quedó dicho anteriormente. Orden de libertad que fue entregada personalmente por el citado profesional”.-

Luego de un cambio de impresiones, se acordó rechazar el recurso, con el voto de los Magistrados Arroyo, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Porter y Benavides que lo declararon sin lugar; los de los Magistrados Retana y Zavaleta que lo declaran sin lugar en cuanto a la violación alegada del artículo 45 constitucional, e inadmisible en lo demás y el voto de los Magistrados Baudrit y Quirós, que lo declaran inadmisible en su totalidad, por no ser materia de amparo la que le da fundamento al recurso.

Las razones para declarar sin lugar el recurso, que redacta el Magistrado Cervantes, son las siguientes:

Del examen de los diversos expedientes relacionados con este asunto aparecen los hechos que se señalan a continuación: 1.- cuando se efectuó la detención de las catorce personas no había aun gestión ni trámite judicial alguno.-  La detención la practicó, a eso del medio día del 29 de abril de 1974, el Delegado Cantonal de la Guardia de Asistencia Rural de San Carlos, Albino Jiménez Torres, quien así se lo comunicó por escrito al Alcalde de Los Chiles, informándole además que el interesado presentaría acusación.-  El señor Miguel Ángel Rojas Arce presentó el escrito de acusación en la Alcaldía de Los Chiles a las 9.40 horas del 30 de abril; seguidamente el señor Alcalde recibió la ratificación y cuatro testimonios, y en resolución de las 13.45 horas de ese mismo día 30 de abril decretó la detención provisional de las catorce personas acusadas. 2.-  Las solicitudes de excarcelación fueron presentadas a las 16 horas del 9 de mayo de 1974; las audiencias fueron concedidas a partir de las 7 horas del día siguiente 10 y el Delegado de la Guardia de Asistencia Rural de Los Chiles las contestó a las 10.40 horas de ese mismo día.-  Las excarcelaciones fueron concedidas por la Alcaldía en resoluciones dictadas a partir de las 14 horas del citado 10 de mayo, salvo dos de ellas, las de Víctor Julio Campos Araya que aparece concedida en resolución de las 10.15 horas y la de Edmundo Quirós Salazar que aparece concedida en resolución de las 14.07 horas, ambas del 11 de mayo; aun así, todas las actas de fianza aparecen reunidas a la misma hora, sea a las 11 horas del 11 de mayo.  La garantía se fijó en quinientos colones para cada indiciado.  En el informe que se le pidió para mejor proveer, el señor Alcalde manifiesta que todas las excarcelaciones, inclusive esas dos, fueron resueltas el 10 de mayo, por lo que se trata de un error involuntario que ruega se le disculpe. 3.- La orden de libertad la entregó el señor Alcalde al abogado del Instituto de Tierras y Colonización, Licenciado Francisco Lemus Chiantla en el curso de la mañana del sábado 11 de mayo, sólo que éste manifiesta que tal cosa ocurrió a primera hora y el señor Alcalde afirma que fue a eso de las 11.20 horas, sea después de la hora que tiene las actas de fianza. 4.- El señor Delegado Cantonal declaró lo siguiente, refiriéndose al señor Ministro de Gobernación: “…me ordenó a mí en presencia de los señores Diputados, don Arturo Hidalgo Rojas y Guillermo Sandoval con estas palabras: - Albino por orden mía hay que poner en libertad a esta gente mañana sábado once de mayo a las ocho u ocho y media de la mañana y siendo esa hora del día once, recibí una llamada de la Central de la Rural de San José, en la que por orden del Ministro me preguntaba a mí si ya había puesto en libertad a los detenidos, lo cual les contesté que le dijeran al señor Ministro que lo haría de inmediato”. 5.- El señor Ministro informó que después de las conversaciones que el viernes 10 de mayo sostuvo con el Delegado Cantonal de San Carlos, con el abogado del Instituto, quien le manifestó que las excarcelaciones ya estaban tramitadas y resueltas y que la orden de libertad se daría en la mañana del sábado, él les comunicó a los detenidos que les tenía buenas noticias, que ya sólo esa noche permanecerían en la detención, que le dijo al Delegado Cantonal de San Carlos que al día siguiente en la mañana, “una vez que por medio del radio de la Delegación Cantonal de los Chiles, el Delegado de ese lugar le comunicara que tenía en sus manos la orden de libertad expedida por el Alcalde de los Chiles, la ejecutara inmediatamente”.-  Esta versión la confirmaron los dos señores Diputados y varios de los detenidos.-  Se observa además que el señor Delegado del Cantón de San Carlos manifestó que en la mañana del sábado 11 de mayo recibió una llamada de la Central de la Guardia Rural de San José, y se le dijo que por orden del Ministro se le preguntaba que si ya  había puesto en libertad a los detenidos, pero en modo alguno resulta que quien le hablara en esa ocasión fuera el Ministro y tampoco que en ese momento se le ordenara ponerlos en libertad.- Por su parte la Secretaria de la Delegación Cantonal de San Carlos, señorita María Isabel Rodríguez Arguello, y el escribiente Oliver Carranza Badilla, si bien hablan de una llamada que se les dijo había en la mañana del sábado 11 de mayo para el señor Delegado, no saben quien hizo esa llamada ni qué se conversó a consecuencia de ella; que fue el señor Delegado quien manifestó que la llamada era del señor Ministro de Gobernación, que le ordenaba poner en libertad a los detenidos; aun así el escribiente le hizo la observación en el sentido de si no había necesidad de una orden por escrito, y que respondió que no había ningún problema.  De la situación expuesta no puede inferirse que el señor Ministro de Gobernación ordenara la libertad de los detenidos, invadiendo funciones del Poder Judicial, ni que haya violado disposición alguna de la Constitución Política, pues lo que resulta es que él indicó que se les pusiera en libertad tan pronto se recibiera la orden del señor Alcalde, la que por los informes que tenía se daría en la mañana del sábado 11 de mayo.-  Si los detenidos fueron puestos en libertad ese mismo día, pero unas horas antes de llegar la orden del señor Alcalde, pudo deberse a una mala interpretación que otras autoridades de la Guardia de Asistencia Rural hicieron de las instrucciones del señor Ministro, pero no a una orden expresa de éste en tal sentido.  Si la intención del señor Ministro hubiera sido la de que en todo caso se les pusiera en libertad, ésta se les habría dado desde el día viernes 10 de mayo, sin necesidad de esperar el día siguiente en el que la orden la daría el señor Alcalde.-  Finalmente se deja constancia de que, en la tramitación y resolución de las excarcelaciones el señor alcalde de Los Chiles actuó con toda prontitud y diligencia.
Los Magistrados Baudrit y Quirós, basan su voto en lo siguiente:

Estiman que el recurso es por entero desechable, aparte de citas inconducentes de artículos de la Constitución Política, por cuanto los hechos de que se ocupa, no implican quebranto alguno de derechos que el recurrente le garantice la misma, artículo 9° de la Ley de Amparo.-
Los Magistrados Retana y Zavaleta, fundamentan su voto en las siguientes razones:

Además de que, como se destaca en el voto de los compañeros de mayoría, no se probó que el señor Ministro diera la orden que se le imputa en el recurso, lo que en sí por sí torna denegable el Amparo, lo cierto es que, aunque hubiera sido probada, el recurso siempre sería improcedente, en cuanto a la aducida violación del los artículos 41 y 45 de la Constitución Política, porque el primero sólo podría ser infringido por un órgano competente que rechace o niegue la protección legal que se le solicite, y porque el segundo, que protege el derecho de propiedad, nunca habría sido quebrantado de manera directa por un acto como el que se atribuye al recurrido.  Y sería inadmisible el recurso en cuanto a la violación de los artículos 10 y 11, por no consagrar éstos ningún derecho a favor de las personas, de los protegidos por el Amparo, conforme al criterio que sustentamos, ante un caso parecido, en la sesión del dos de este mes.-
Los Magistrados Coto, Bejarano, Blanco, Odio, Valverde, Jugo y Trejos votaron declarar con lugar el recurso, con base en lo que sigue:
El señor Ministro de Gobernación invadió funciones que corresponden al Poder Judicial, al mandar poner en libertad a varias personas que guardaban prisión preventiva decretada por el señor Alcalde de los Chiles, pues cuando él impartió esa orden y ésta fue ejecutada por su subalterno, el Delegado Cantonal de la Guardia de Asistencia Rural de San Carlos, a las ocho horas del once de mayo último, no se había todavía rendido la fianza de haz en las diligencias de excarcelación promovidas a favor de dichos detenidos, formalidad que se cumplió a las once horas de ese mismo día; y en el caso del indiciado Víctor Julio Campos Araya ni siquiera se le había otorgado el referido beneficio, pues la resolución respectiva la dictó el señor Alcalde, a las diez horas y quince minutos del día once citado.  En todo caso, los indiciados fueron puestos en libertad sin que el Delegado Cantonal que los tenía detenidos recibiera previamente ninguna orden del Alcalde de Los Chiles en ese sentido. Ahora bien, el artículo 10 de la Constitución Política, cuya violación se alega en el recurso, dispone que son absolutamente nulos “los actos de los que usurpen funciones públicas”. Esta norma garantiza que los que ejercen funciones públicas sólo pueden actuar dentro del ámbito de su competencia.  Por lo que concede a los particulares el derecho de exigir una actuación ajustada a su competencia, esto es, una actuación que no abarque otras funciones.  El señor Ministro de Gobernación actuó en la situación que se examina, fuera de la esfera de sus atribuciones, porque intervino, sin facultades legales para ello, en un asunto sometido al conocimiento de los tribunales, con quebranto del precepto constitucional antes citado, que en el caso concreto garantiza al recurrente, como interesado en ese proceso, que la actividad del Poder Judicial se realice con entera independencia de los otros Poderes del Estado.  En mérito de esas razones, debe declararse con lugar el presente recuro de amparo, y como el acto lesivo a los derechos del recurrente surtió ya sus efectos, procede hacer al señor Ministro de Gobernación, la prevención contenida en el párrafo 2° del artículo 15 de la Ley respectiva.
En consecuencia, declaramos con lugar la presente demanda de amparo.  Se previene al señor Ministro de Gobernación que en lo sucesivo no debe incurrir en los actos que dieron mérito para acoger este recurso, y que de proceder de modo contrario cometerá el delito previsto por el artículo 18 de la ley que regula esta materia.-

El Magistrado Jugo, al votar afirmativamente el proyecto de la Sala al efecto comisionada, el cual declara con lugar el recurso de amparo, quiere dejar constancia de que, los hechos que han sido puestos de relieve ante esta Corte al estudiar el punto que se debate ahora, vuelven imperativa la declaratoria arriba mencionada, aún cuando el suscrito quiere aclarar que, dentro de su leal saber y entender, el señor Ministro contra quien se dirige el recurso, que el suscrito declara con lugar, actuó de buena fe y con sana intención, aun cuando indebidamente.
